
0000003 

288-A-17 

TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las diez horas con 

cincuenta y cinco minutos del día veinticuatro de noviembre de dos mil diecisiete. 

El día diez de septiembre de dos mil diecisiete, se recibió aviso remitido por  

(f. 2). 

Al respecto, se hacen las siguientes consideraciones: 

l. El procedimiento administrativo sancionador competencia de este Tribunal tiene por 

objeto determinar la existencia de infracciones a los deberes y prohibiciones éticas reguladas 

en los artículos 5, 6 y 7 de la Ley de Ética Gubernamental (LEG) y sancionar a los 

responsables de las mismas. 

Sin embargo, el artículo 81 del Reglamento de la LEG (RLEG) establece como 

causales de improcedencia de la denuncia o aviso, que el hecho denunciado no constituya 

transgresión a las prohibiciones o deberes éticos, de acuerdo a los términos establecidos en la 

letra b) de la disposición aludida; y además, en su letra d) se contempla que el hecho 

denunciado sea de competencia exclusiva de otras instituciones de la Administración Pública. 

En efecto, conforme al principio de tipicidad, toda conducta u omisión constitutiva de 

infracción administrativa debe estar descrita con claridad en una norma, por ende, la facultad 

sancionadora de esta institución se restringe únicamente a los hechos contrarios a los deberes y 

prohibiciones antes mencionados. 

11. En el presente caso, el informante refiere que las Encargadas de la Elaboración de 

Expedientes del ISRI son malcriadas, mal educadas y groseras en su atención y, además, 

amenazan a los padres con llamar a los vigilantes. 

Los hechos antes relacionados no pueden ser controlados por este Tribunal, ya que la 

potestad sancionadora de la Administración Pública, es un poder que deriva del ordenamiento 

jurídico, ello implica que para que un ente administrativo pueda entablar un procedimiento 

sancionador, debe estar habilitado por ley, encontrándose en ésta, la delimitación de su ámbito 

de competencia. 

El principio de legalidad, "[ ... ] impone el actuar riguroso de la Administración 

conforme lo que estipule la ley en cuanto a la creación del catálogo predeterminado, claro y 

preciso de las infracciones penales y administrativas. Del mismo devienen dos principios que 

han adquirido una clara autonomía en esta sede, el de reserva legal y de tipicidacf' (Sentencia 

del 29-IV-2013, Inc. 18-2008, Sala de lo Constitucional). La reserva legal obliga a los 

regímenes administrativos sancionatorios a que las limitaciones a derechos fundamentales 

deban realizarse únicamente mediante una ley formal -emanada de la Asamblea Legislativa-; 

lo que conlleva inevitablemente al respeto de la tipicidad, mediante la cual se configura la 

conducta regulada en la infracción administrativa, así como la sanción que corresponde a esta. 
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La definición inequívoca de la materia de prohibición es lo que pctmite a este T ríbunal 

encajar los hechos planteados a una húi·acción determinada; sin embargo, existen casos en los 

cuales no es posible encontrar su adecuación dentro de las tipificaciones establecidas en !a 

siendo ésta, una de las causales de improcedencia contempladas en el art. 81 del 

Reglamento de la LEG; pues al encontrarse fuera de la materia de prohibición delimitada para 

la ética pública, no es susceptible de control por de este ente. 

De tal manera, al realizar el análisis de los hechos planteados en el aviso interpuesto, se 

determina que a partir de las acciones eteetuadas por las Encargadas de la Elaboración de 

Expedientes del ISRJ, no se configuran contmvenciones a deberes o prohibiciones tipiticados 

por la pues, la atención a los usuarios, es un aspecto administrativo y disciplinario que 

corresponden al ente que supervisa el desempeño de las labores realizadas por Jos servidores 

referidos, Esto es ya que "los órganos administrativos detentan en términos generales una 

potestad disciplinaria sobre los agentes que se encuentran integrados en su organización, en 

virtud del cnal pueden aplicárseles sanciones de diversa índole ante el incumplimiento de los 

deberes y obligaciones que el cargo les impone. Y eso se con el propósito de 

conservar la disciplina interna y garantizar el ejercicio regular de las funciones públicas" -

Sentencia de lnconsti!ucionalídad 18-2008, de fecha 29-IV -2013-. 

En suma, conforme a lo regulado en Jos arts. 5 y 6 de la LEG, la conducta atribuida a la 

denunciada es atípica, y por ende, no puede ser fiscalizada por este Tribunal. 

No obstante, debe aclararse que la imposibílídad por de este Tribunal de ejercer 

control sobre los hechos denunciados, no significa que esas conductas no puedan ser evaluadas 

por otras autoridades, las que dentro de sus competencias determinarán las responsabilidades 

que correspondan; pudiendo la denunciante, si así lo estimare pertinente, avocarse a las 

mismas, a fin de denUJJciar lo ocurrido. 

De manera que la denuncia adolece de un error de tondo insubsanable que impide 

continuar con el trámite de ley correspondiente. 

Por tanto, y con base en los artículos 1, 5, 6 y 7 de la Ética Gubernamental y 81 

letras b) y e) del Reglamento de dicha este Tribtmal RESUELVE: 

a) Declárase improcedente el aviso recibido contra las Encargadas de Elaboración de 

Expedientes del !SRJ. 

b) Comuníquese la presente resolución a la Comisión de Ética Gubemamental del 

Instituto Salvadoreño de Rehabilitación Integral y al Presidente de dicha institución, a este 

último con copia del aviso, para los efectos legales consiguientes. 
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